
 
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA 

SECCIÓN SEGUNDA  SUBSECCIÓN  “D” 

 

 
FIJACIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN 

 
 

 
EXPEDIENTE N°: 250002342000201400120 

DEMANDANTE:  FONDO DE PREVISIÓN SOCIAL DEL CONGRESO DE LA 

REPÚBLICA - FONPRECON 

DEMANDADO: NACIÓN – PROCURADURÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

TERCERO CON INTERES DIRECTO: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 

GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL - UGPP 

MAGISTRADO: ALBA LUCIA BECERRA AVELLA 

 

 

Hoy jueves, 02 de diciembre de 2021, el Oficial Mayor de la Subsección 

“D”, deja constancia que se fija en la página web de la Rama Judicial, el 

traslado del recurso de apelación, interpuesto por el apoderado de 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP, 

contra el auto de fecha 23 DE NOVIEMBRE DE 2021. En consecuencia, 

se fija por el término de un (1) día. Así mismo, vencido el día de fijación, 

se mantendrá en la secretaria de la Subsección “D”, a disposición de la 

parte contraria, por el término de tres (03) días para que manifieste lo 

que considere pertinente 

 

Lo anterior en virtud del artículo 236 y 243 del C.P.A.C.A.  
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HONORABLE 

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA - SECCIÓN SEGUNDA - 

SUBSECCIÓN “D” 

MAGISTRADA PONENTE: ALBA LUCIA BECERRA AVELLA 

E.              S.                  D. 

  

REFERENCIA: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

RADICACIÓN: 25000234200020140012000 

DEMANDANTE: FONDO DE PREVISIÓN SOCIAL DEL CONGRESO 

DE LA REPÚBLICA - FONPRECON 

DEMANDADAS: MELVA TRIANA DE QUIÑONEZ; LAURA VANESSA 

QUIÑONEZ DUARTE; TATIANA QUIÑONEZ YEPES 

TERCERO CON INTERÉS DIRECTO: UNIDAD ADMINISTRATIVA 

ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 

PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP. 

 

ASUNTO: RECURSO DE APELACIÓN CONTRA EL AUTO DE FECHA 

VEINTITRÉS (23) DE NOVIEMBRE DE DOS MIL VEINTIUNO (2021) 

QUE DECRETA MEDIDA CAUTELAR.  

 

 

YULIAN STEFANI RIVERA ESCOBAR, mayor de edad y domiciliada en la ciudad 

de Bogotá, identificada con cédula de ciudadanía No. 1.090411.578 de Cúcuta, 

portadora de la Tarjeta Profesional No. 239.922 del C. S. de la J., apoderada 

Sustituta de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL 

Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP, 

respetuosamente me dirijo a Usted para solicitar se conceda el recurso de apelación 

contra el auto de fecha veintitrés (23) de noviembre de dos mil veintiuno (2021) que 

decreta medida cautelar solicitada por el FONDO DE PREVISIÓN SOCIAL DEL 

CONGRESO DE LA REPÚBLICA - FONPRECON y se ordene la remisión inmediata 

del cuaderno respectivo ante el Honorable CONSEJO DE ESTADO, de conformidad 

con el artículo 236 y 243 de la Ley 1437 del 2011 – CPACA. 

 

FUNDAMENTOS DE ALZADA 

 

Para el caso concreto se debe determinar si dentro del sub lite resulta apelable el 

auto que decretó la medida cautelar de fecha veintitrés (23) de noviembre de dos 

mil veintiuno (2021) a favor el FONDO DE PREVISIÓN SOCIAL DEL CONGRESO 

DE LA REPÚBLICA - FONPRECON, conforme a los artículos 236 y 243 del 

C.P.A.C.A., que señalan: 

 

“ARTÍCULO 236. RECURSOS. El auto que decrete una medida 

cautelar será susceptible del recurso de apelación o del de súplica, 

según el caso. Los recursos se concederán en el efecto devolutivo y 

deberán ser resueltos en un término máximo de veinte (20) días. 
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Las decisiones relacionadas con el levantamiento, la modificación o 

revocatoria de las medidas cautelares no serán susceptibles de 

recurso alguno. 

 

ARTÍCULO 243. APELACIÓN. Son apelables las sentencias de 

primera instancia de los Tribunales y de los Jueces. También serán 

apelables los siguientes autos proferidos en la misma instancia por los 

jueces administrativos: 

 

1. El que rechace la demanda. 

2. El que decrete una medida cautelar y el que resuelva los 

incidentes de responsabilidad y desacato en ese mismo trámite. 

3. El que ponga fin al proceso. 

4. El que apruebe conciliaciones extrajudiciales o judiciales, recurso 

que solo podrá ser interpuesto por el Ministerio Público. 

5. El que resuelva la liquidación de la condena o de los perjuicios. 

6. El que decreta las nulidades procesales. 

7. El que niega la intervención de terceros. 

8. El que prescinda de la audiencia de pruebas. 

9. El que deniegue el decreto o práctica de alguna prueba pedida 

oportunamente. 

Los autos a que se refieren los numerales 1, 2, 3 y 4 relacionados 

anteriormente, serán apelables cuando sean proferidos por los 

tribunales administrativos en primera instancia. 

 

El recurso de apelación se concederá en el efecto suspensivo, salvo 

en los casos a que se refieren los numerales 2, 6, 7 y 9 de este 

artículo, que se concederán en el efecto devolutivo. 

(…) 

 

De conformidad con lo anterior y por ser el aplicable al caso concreto, observa el 

despacho que el artículo 236 del C.P.A.C.A. establece que el auto que decrete una 

medida cautelar es susceptible del recurso de apelación o súplica, según la 

instancia en la que se dicte. En concordancia con esa norma se encuentra el artículo 

243, numeral 2, ibídem, que enlista al auto que decreta una medida cautelar entre 

los que son de naturaleza apelable.  

 

En esa lógica, el recurso de apelación y, por ende, el de súplica, solo procede contra 

el auto que decrete una medida cautelar, tal como ocurrió en el presente caso y por 
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consiguiente es procedente el recurso interpuesto por este extremo vinculado como 

Tercero con interés directo. 

 

Por lo anterior, la Sala del Honorable CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO es la competente para resolver el recurso de 

apelación interpuesto por UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 

PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL – UGPP, contra la providencia que decretó una medida cautelar, de 

conformidad con los artículos 125, 236 y 243 del CPACA. 

 

Revisado el plenario, se evidencia que mediante auto de fecha veintitrés (23) de 

noviembre de dos mil veintiuno (2021), el TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE 

CUNDINAMARCA - SECCIÓN SEGUNDA - SUBSECCIÓN “D” MAGISTRADA 

PONENTE: ALBA LUCIA BECERRA AVELLA resuelve decretar la medida cautelar 

solicitada por el FONDO DE PREVISIÓN SOCIAL DEL CONGRESO DE LA 

REPÚBLICA - FONPRECON y en razón a lo anterior, se dispuso por el juzgado: 

 

“RESUELVE:  

 

PRIMERO: DECRETAR la medida cautelar solicitada por la parte 

demandante, de conformidad con lo expuesto en la motivación de esta 

decisión.  

 

SEGUNDO: SUSPENDER PROVISIONAL Y PARCIALMENTE, los 

efectos de las Resoluciones Nos. 0456 del 8 de julio de 1998, 1174 

del 10 de diciembre de 1998, 0797 del 7 de julio de 2008, 1160 del 10 

de septiembre de 2008, 0116 del 22 de enero de 2010 y 1188 del 24 

de octubre de 2011, expedidas por el FONDO DE PREVISIÓN 

SOCIAL DEL CONGRESO DE LA REPÚBLICA, en cuanto aplicó y 

liquidó la pensión del causante JUSTINIANO QUIÑONEZ ANGULO 

(q.e.p.d.), con fundamento en el régimen especial de los congresistas, 

de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de este proveído.  

 

TERCERO: ORDENAR a la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL 

DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES 

DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - U.G.P.P., que liquide y pague 

provisionalmente y mientras se dicta fallo de fondo donde se resolverá 

definitivamente el asunto, la pensión de jubilación del causante 

JUSTINIANO QUIÑONEZ ANGULO (q.e.p.d.), conforme con lo aquí 

ordenado, con fundamento en la Ley 6ª de 1945, y demás normas que 

la adicionan y complementan, en cuantía equivalente al 75% del 

promedio mensual obtenido en el último año de servicios, incluyendo 

los factores salariales establecidos en el Decreto 1045 de 1978 y 

sobre los cuales hubiere cotizado. Tal reconocimiento debe hacerse 

de forma inmediata sin que exista solución de continuidad en los 

pagos. Por lo tanto, se precisa que, de manera coordinada entre las 

administradoras de pensiones, FONPRECON no puede dejar de 
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pagar las mesadas a la parte demandada, hasta tanto la UGPP 

empiece a realizar el Radicado: 25000-23-42-000-2014-00120-00 

Demandante: FONPRECON Calle 24 No. 53-28 – Tel: (57-1) 4233390 

– Bogotá D.C. – Colombia pago de la prestación; lo anterior, so pena 

de dar aplicación a las sanciones dispuestas en el artículo 241 del 

CPACA.  

 

CUARTO: Sobre la devolución de los dineros pagados por concepto 

de mesadas se resolverá en la sentencia que ponga fin a la instancia.  

 

QUINTO: De conformidad con lo dispuesto en el artículo 201 y 205 

del C.P.A.C.A., por Secretaría, envíese correo electrónico, a los 

apoderados de las partes, y a la entidad vinculada e infórmese de la 

publicidad del estado en la página web. Así mismo, comuníquesele al 

correo electrónico del Agente del Ministerio Público delegado ante 

este Despacho.  

 

SEXTO: Cumplido el trámite anterior, por Secretaría, regrese 

inmediatamente el expediente al Despacho para proveer. * Para 

consultar el expediente, ingrese al siguiente link: 

https://etbcsjmy.sharepoint.com/:f:/g/personal/abecerra_cendoj_rama

judicial_gov_co/Ei 

23N5RBiqVAlDDbKGSu2t4BsidsiRZY0JKNbETSJPvRfA?e=hWZfsQ 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE (…)” 

 

Ahora bien, a consecuencia de lo anterior esta defensa solicita se revoque por parte 

del Honorable CONSEJO DE ESTADO y se deje sin valor o efecto el auto de fecha 

veintitrés (23) de noviembre de dos mil veintiuno (2021) que decreta medida cautelar 

solicitada por el FONDO DE PREVISIÓN SOCIAL DEL CONGRESO DE LA 

REPÚBLICA - FONPRECON por las razones que se pasan a exponer: 

 

Las medidas cautelares son aquellos instrumentos creados por el legislador que 

buscan amparar un derecho en litigio, garantizando que, pese a la duración del 

mismo, pueda hacerse efectiva la decisión final sobre el derecho controvertido. Al 

respecto el Consejo de Estado ha considerado: 

 

“(…) la institución cautelar es una manifestación legislativa concreta 

de la garantía de efectividad del derecho al acceso a la administración 

de justicia, en la terminología acuñada por la jurisprudencia 

constitucional al amparo de los artículos 29 y 228 de la Constitución, 

así como el derecho a un recurso judicial efectivo, de acuerdo a los 

artículos 8 y 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos 

y sus interpretación y alcance conforme a lo establecido por la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos; como quiera que busca evitar 

que la duración del proceso judicial redunde en una afectación para 

quien acude a la jurisdicción, a tal punto que para el momento de 

obtenerse una decisión favorable se torne en ilusorio el ejercicio del 
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derecho reconoció; pues a decir de Chiovenda “la necesidad de 

servirse del proceso para conseguir la razón no debe convertirse en 

daño para quien tiene la razón”. 

 

3.2.- El anterior aserto se sustenta en el hecho de que a través de la 

tutela cautelar se protege de manera provisional e inmediata y de 

diversas formas una posición jurídica en concreto (bien sea particular 

o general) que es objeto de litigio ante la jurisdicción contenciosa 

administrativa y que encuentra en entredicho su ejercicio a plenitud 

en razón a la amenaza que supone, en general, la acción de la 

administración publica frente a ella, bien sea a partir de una decisión 

administrativa, una acción u omisión, etc; por citar algunas 

manifestaciones particulares del accionar de la administración. En 

otras palabras, pretende evitar “hechos consumados” y, así garantizar 

la temporalidad de la tutela judicial, aunque solo sea de forma 

provisional.” 

 

De conformidad con el auto objeto del alzada, es importante señalar que la Sección 

Cuarta del Consejo de Estado precisó las generalidades de las medidas cautelares 

en la jurisdicción contenciosa administrativa, conforme a lo establecido en los 

artículos 229 a 241 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo (CPACA). 

 

Precisó el Consejo de Estado, Sección Cuarta, Sentencia 68001-23-33-000-2015-

01028-01(22804), dic. 13/17 (C. P. MILTON CHAVES GARCÍA), lo siguiente:  

 

El Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo 

CPACA regula las medidas cautelares en los artículos 229 a 241. El artículo 229 le 

da una amplia facultad al juez para que decrete las medidas cautelares que estime 

necesarias para proteger y garantizar, temporalmente, el objeto del proceso y la 

efectividad de la sentencia. 

 

En esa misma disposición se indica que las medidas cautelares proceden: (i) en 

cualquier momento, (ii) a petición de parte -debidamente sustentada- y (iii) en todos 

los procesos declarativos promovidos ante la Jurisdicción de lo Contencioso 

Administrativo. Solo se le permite al juez de oficio decretar medidas cautelares en 

procesos que busquen la defensa de los derechos e intereses colectivos. 

 

El artículo 230 ib. clasifica las medidas cautelares en preventivas [num. 4], 

conservativas [num. 1 primera parte] y anticipativas o de suspensión [nums. 1 

segunda parte, 2 y 3]. 

 

Los artículos 231 a 233 ib. determinan los requisitos, la caución, el procedimiento 

para decretar las medidas cautelares y normas aplicables cuando se solicita la 

adopción de alguna de las enunciadas en el artículo 230. 
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Como requisitos para que proceda una medida cautelar, diferente a la de 

suspensión provisional, se resaltan los siguientes [art. 231]: 

 

- Que la demanda esté razonablemente fundada en derecho. 

- Que el demandante haya demostrado, aunque sea sumariamente, la 

titularidad del derecho o de los derechos invocados. 

- Que el demandante haya presentado los documentos, informaciones, 

argumentos y justificaciones que permitan concluir, mediante un juicio de 

ponderación de intereses, que resultaría más gravoso para el interés público 

negar la medida cautelar que concederla. 

- Que, adicionalmente, se cumpla una de las siguientes condiciones: 

a) Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable, o 

b) Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse la 

medida los efectos de la sentencia serían nugatorios. 

 

En relación con la medida de suspensión provisional de los efectos de un acto, 

demandado en nulidad, el artículo 231 del CPACA -en su parte inicial-, en armonía 

con el 238 de la Constitución Política1, señala que procede por violación de las 

disposiciones invocadas en la demanda o en la solicitud que por separado se 

presente y que tal transgresión surge del estudio del acto demandado y su 

confrontación con las normas superiores invocadas como violadas o del estudio de 

las pruebas allegadas con la solicitud2. Cuando además se pretende el 

restablecimiento del derecho y la indemnización de perjuicios, debe probarse la 

existencia de los mismos. 

 

El artículo 232 del CPACA le impone al solicitante de la medida cautelar que preste 

una caución para garantizar los perjuicios que se puedan producir con la medida 

cautelar. No se requiere caución cuando: (i) se solicita suspensión provisional de 

los efectos de un acto administrativo; (ii) se trate de procesos que tengan por 

finalidad la defensa y protección de los derechos e intereses colectivos y (iv) la 

solicitante de la medida cautelar sea una entidad pública. 

 

Ahora bien, de conformidad con el artículo 231 del C.P.A.C.A., al momento de 

evaluar la procedencia y decreto de una media cautelar de suspensión provisional 

de actos administrativos en el medio de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho, es necesario determinar los siguientes aspectos: 

a) Si los actos lesionan las normas invocadas en la demanda, lo cual 

debe desprenderse de su contenido o de las pruebas aportadas. 

                                                           
1 Art. 238 C.P. La jurisdicción de lo contencioso administrativo podrá suspender provisionalmente, por los 
motivos y con los requisitos que establezca la ley, los efectos de los actos administrativos que sean susceptibles 
de impugnación por vía judicial. 
 
2 Sobre los lineamientos de la suspensión provisional puede consultarse el auto del 24 de febrero de 2015, Exp. 
20998, C.P. Jorge Octavio Ramírez Ramírez. 
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b) Si se pretende, además de la nulidad, el restablecimiento del 

derecho y la indemnización de perjuicios, estos deben estar 

demostrados siquiera sumariamente. 

Quiere decir lo anterior, que no es suficiente con demostrar perjuicios que surjan 

con ocasión de la decisión administrativa demandada, sino que la misma debe 

contravenir normas jurídicas invocadas en la demanda o en la solicitud formulada 

en escrito aparte, por lo que deben subsistir los dos aspectos para que proceda el 

decreto de la medida cautelar de suspensión provisional de los actos 

administrativos en el medio de control de nulidad, cuando se pretenda además, un 

restablecimiento del derecho y/o una indemnización de perjuicios. 

En el caso en concreto, se advierte que la cautelar solicitada por la entidad 

demandante y decretada por el despacho consistía en suspender provisional y 

parcialmente, los efectos de las Resoluciones Nos. 0456 del 8 de julio de 1998, 1174 

del 10 de diciembre de 1998, 0797 del 7 de julio de 2008, 1160 del 10 de septiembre 

de 2008, 0116 del 22 de enero de 2010 y 1188 del 24 de octubre de 2011, expedidas 

por el FONDO DE PREVISIÓN SOCIAL DEL CONGRESO DE LA REPÚBLICA, en 

cuanto aplicó y liquidó la pensión del causante JUSTINIANO QUIÑONEZ ANGULO 

(q.e.p.d.), con fundamento en el régimen especial de los congresistas régimen al 

cual no tenía derecho el causante para el 1º de abril de 1994. 

 

Ahora bien, analizada la medida cautelar y la remisión que se hace a las normas 

expuestas en el concepto de violación se encuentra que no se concretó que los 

actos administrativos acusados vulneren cada una de las normas incoadas, pues la 

entidad accionante se limitó a señalar en forma genérica que el mismo es contrario 

a la constitución y la ley porque se reconoció pensión de jubilación por dicha entidad 

que no era la competente.   

 

De igual forma, es claro que el análisis sobre la vulneración de las normas invocadas 

por la parte demandante de la media cautelar, no puede establecerse de su simple 

confrontación con los actos acusados y las pruebas allegadas por la parte 

interesada, pues para resolver sobre su procedencia sería necesario efectuar un 

análisis propio de los actos administrativos cuya nulidad se solicita atreves del 

medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, en el que en primer 

lugar tendría que definirse cuál es la normatividad a aplicar al señor JUSTINIANO 

QUIÑONEZ ANGULO (q.e.p.d.), y bajo la cual debe reconocerse y pagarse la 

prestación y por ultimo establecer si el FONDO DE PREVISIÓN SOCIAL DEL 

CONGRESO DE LA REPÚBLICA, carecía de competencia o no para efectuar el 

reconocimiento pensional efectuado a favor del señor JUSTINIANO QUIÑONEZ 

ANGULO (q.e.p.d.) y a manera de sustitución a MELVA TRIANA DE QUIÑONEZ; 

LAURA VANESSA QUIÑONEZ DUARTE; TATIANA QUIÑONEZ YEPES. 

  

Finalmente, tampoco se encuentra probada en esta etapa procesal mala fe por parte 

de la entidad vinculada como tercera directamente interesada, ya que por el 

contrario se advierte que el FONDO DE PREVISIÓN SOCIAL DEL CONGRESO DE 

LA REPÚBLICA al momento de proferir las resoluciones Nos. 0456 del 8 de julio de 

1998, 1174 del 10 de diciembre de 1998, 0797 del 7 de julio de 2008, 1160 del 10 

de septiembre de 2008, 0116 del 22 de enero de 2010 y 1188 del 24 de octubre de 
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2011 fue esta misma entidad la que realizo el estudio de los requisitos para acceder 

a la prestación del señor JUSTINIANO QUIÑONEZ ANGULO (q.e.p.d.) analizando, 

sí o no, ostentaba la calidad de Congresista, sin que se advierta ningún actuar 

fraudulento de la misma, que haya podido influir en la decisión de la administración 

demandante.  

 

Por otra parte, el auto de fecha veintitrés (23) de noviembre de dos mil veintiuno 

(2021), después de realizar el análisis y prejuzgamiento del caso, ordena “a la 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y 

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - U.G.P.P., 

que liquide provisionalmente y mientras se dicta fallo de fondo, la pensión de 

jubilación del causante JUSTINIANO QUIÑONEZ ANGULO (q.e.p.d.), con 

fundamento en la Ley 6ª de 1945, y demás normas que la adicionan y 

complementan, en cuantía equivalente al 75% del promedio mensual obtenido en el 

último año de servicios, incluyendo los factores salariales establecidos en el Decreto 

1045 de 1978 y sobre los cuales hubiere cotizado, tal reconocimiento debe hacerse 

de forma inmediata de tal manera que no exista solución de continuidad en los 

pagos”; orden que atenta contra los principios de unidad y sostenibilidad del 

sistema, conforme a la normatividad que se ha presentado como fundamento para 

sustentar la posición de la entidad, demás pruebas y hechos relacionados ya que 

no es posible acceder a lo pretendido por el FONDO DE PREVISIÓN SOCIAL DEL 

CONGRESO DE LA REPÚBLICA entrando a perjudicar los recursos públicos 

administrados por la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 

PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN 

SOCIAL- UGPP sin antes haberse resuelto de fondo el asunto, el régimen aplicable, 

la forma de liquidar y la entidad competente para efectuar el reconocimiento y pago 

de la prestación reconocida por la entidad demandante. 

 

Así las cosas, como el análisis del reconocimiento pensional efectuado al señor 

JUSTINIANO QUIÑONEZ ANGULO (q.e.p.d.) y a las beneficiadas por sustitución 

pensional MELVA TRIANA DE QUIÑONEZ; LAURA VANESSA QUIÑONEZ 

DUARTE; TATIANA QUIÑONEZ YEPES, junto con la devolución de saldos por 

restablecimiento del derecho a causa de la declaratoria de nulidad de los actos 

administrativos acusados; corresponde al fondo del asunto y debe resolverse en la 

sentencia, además de ello, teniendo en cuenta que no se advierte que la UNIDAD 

ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 

PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL- UGPP, haya obrado de mala fe 

o acudiendo a maniobras fraudulentas coaccionar a la entidad demandante para la 

expedición de los actos administrativos acusados de nulidad; debe proceder el 

despacho a revocar el decreto de la medida cautelar. 

En esa medida, debe el FONDO DE PREVISIÓN SOCIAL DEL CONGRESO DE LA 

REPÚBLICA continuar efectuando el pago de las mesadas pensionales reconocidas 

mediante las resoluciones Nos. 0456 del 8 de julio de 1998, 1174 del 10 de 

diciembre de 1998, 0797 del 7 de julio de 2008, 1160 del 10 de septiembre de 2008, 

0116 del 22 de enero de 2010 y 1188 del 24 de octubre de 2011, garantizándose 

que dicha entidad demandante no vulnere el derecho fundamental al mínimo vital a 

favor de MELVA TRIANA DE QUIÑONEZ; LAURA VANESSA QUIÑONEZ 
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DUARTE; TATIANA QUIÑONEZ YEPES, toda vez que en el caso en concreto aún 

no se han encontrado elementos de juicio que en efecto permitan concluir que las 

resoluciones demandadas estén afectadas de nulidad.  

 

Por lo anterior le solicito al Honorable CONSEJO DE ESTADO, REVOCAR LA 

MEDIDA CAUTELAR decretada a favor el FONDO DE PREVISIÓN SOCIAL DEL 

CONGRESO DE LA REPÚBLICA y en contra de la UNIDAD ADMINISTRATIVA 

ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE 

LA PROTECCIÓN SOCIAL- UGPP y DEJADO SIN EFECTO O VALOR ALGUNO 

el auto de fecha veintitrés (23) de noviembre de dos mil veintiuno (2021) por las 

razones antes expuestas.  

 

ANEXOS 

 

1. Sustitución de poder 

2. Copia de escritura pública No. 03054 elevada el 22 de octubre de 2013 ante 

la Notaría Veinticinco (25) del Circulo de Bogotá 

3. Copia de la cedula de ciudadanía. 

4. Copia de la tarjeta profesional de abogada.   

 

NOTIFICACIONES 

 

Para efectos de notificaciones se pueden surtir en: 

 

 El suscrito en la Cra. 11 # 73- 44 Oficina 408 – Bogotá D.C. 

 Tel. 3017329109 

 Solicito muy amablemente al despacho, que en caso de cualquier 

notificación vía correo electrónico, aparte de la respectiva 

comunicación a la entidad que represento, también se me notifique a mi 

correo: yrivera.tcabogados@gmail.com 

 

Del Señor Consejero,  

  

 

 

 

 

YULIAN STEFANI RIVERA ESCOBAR 

C.C. 1.090.411.578 de Cúcuta 

T.P. 239.922 del Consejo Superior de la Judicatura 
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HONORABLE 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA - SECCIÓN SEGUNDA - 
SUBSECCIÓN “D” 
MAGISTRADA PONENTE: ALBA LUCIA BECERRA AVELLA 
E.              S.                  D. 
  

REFERENCIA: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
RADICACIÓN: 25000234200020140012000 
DEMANDANTE: FONDO DE PREVISIÓN SOCIAL DEL CONGRESO 
DE LA REPÚBLICA - FONPRECON 
DEMANDADAS: MELVA TRIANA DE QUIÑONEZ; LAURA VANESSA 
QUIÑONEZ DUARTE; TATIANA QUIÑONEZ YEPES 
TERCERO CON INTERÉS DIRECTO: UNIDAD ADMINISTRATIVA 
ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES 
PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP. 

 
ASUNTO: SUSTITUCION DE PODER 
 

JOSÉ FERNANDO TORRES P., mayor de edad, domiciliado en la ciudad de 
Bogotá, identificado con la cédula de ciudadanía número 79.889.216 de Bogotá, 
abogado titulado e inscrito portador de la tarjeta profesional No. 122.816 del Consejo 
Superior de la Judicatura, actuando en mi calidad de APODERADO GENERAL de 
la entidad demandada, conforme consta en la Escritura Pública No. 03054 elevada 
el 22 de octubre de 2013 ante la Notaría Veinticinco (25) del Circulo de Bogotá, cuya 
copia anexo, por medio del presente documento, con el debido y acostumbrado 
respeto, me permito solicitar se sirva reconocer personería al suscrito en los 
términos del poder general y, con tal reconocimiento SUSTITUYO el poder a la Dra. 
YULIAN STEFANI RIVERA ESCOBAR mayor de edad, domiciliada en la ciudad de 
Bogotá, identificada con cédula de ciudadanía Nº 1.090.411.578 de Cúcuta, portadora 
de la Tarjeta Profesional 239.922 del Consejo Superior de la Judicatura. 
 
La apoderada sustituta queda investida con las mismas facultades otorgadas al 
suscrito, incluyendo la de conciliar judicial o extrajudicialmente. 
 
Ruego a su Señoría se sirva reconocer personería al suscrito y a la Dra. YULIAN 
STEFANI RIVERA ESCOBAR en los términos y para los efectos a que se contrae 
este escrito. 
 
Se confiere esta sustitución de poder conforme al artículo 74 Código General 
del Proceso que establece lo referente a las sustituciones de poder las 
mismas se presumen auténticas. 
 
Respetuosamente,     Acepto, 
 

                                                                                      
  
 

 

 

JOSÉ FERNANDO TORRES P. 
                        
C.C. 79.889.216 de Bogotá 
T.P. 122.816 del C.S. de la J.  

YULIAN STEFANI RIVERA ESCOBAR 

C.C. 1.090.411.578 de Cúcuta 
T.P. 239.922 del Consejo Superior de la Judicatura 
 



 

 

 
























































































